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SUMARIO:  
 
Responsabilidad derivada del Derecho Tributario. Responsabilidad subsidiaria. 
Administradores de personas jurídicas. Concepto de administrador. Administrador de 
Derecho. Cese. La sentencia recurrida considera que el administrador de una entidad quedará 
exonerado de responsabilidad siempre que interponga recursos y reclamaciones frente a los 
actos de liquidación e imposición de sanción a la entidad y estos recursos se resuelvan con 
posterioridad a su cese. La cuestión que presenta interés casacional consiste en determinar si, 
a los efectos del procedimiento de declaración de responsabilidad tributaria, conforme al art.43.1 
a) LGT el administrador de una entidad puede quedar exonerado de responsabilidad cuando 
interponga reclamaciones y recursos, en sede administrativa y judicial, frente a los actos de 
liquidación e imposición de sanción a la entidad, y estos recursos se desestimen con 
posterioridad a su cese como administrador. 
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D. Rafael Toledano Cantero 
En Madrid, a 26 de marzo de 2025. 
 
HECHOS 
PRIMERO.- Proceso de instancia y resolución judicial recurrida. 
La representación legal de la Agencia Tributaria Canaria preparó recurso de casación contra 
la sentencia n.º 11/2024, de 10 de enero, dictada por la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa 
Cruz de Tenerife, en el procedimiento ordinario n.º 247/2022. 
El ahora recurrido interpuso reclamación económico-administrativa contra la resolución del 
procedimiento de declaración de responsabilidad tributaria, conforme al artículo 43.1 a) de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria [«LGT»], la cual fue estimada mediante 
resolución de fecha 31 de mayo de 2022, presentando la ahora recurrente recurso contencioso-
administrativo ante el tribunal de instancia, el cual estimó parcialmente las pretensiones de la 
parte recurrente, y determinó que, si bien no era aplicable la caducidad en el procedimiento de 
derivación de responsabilidad tributaria, tal derivación resultaba improcedente al no cumplirse 
los requisitos subjetivos necesarios para su efectividad. 
 
SEGUNDO.- Preparación del recurso de casación. 
La representación procesal de la parte recurrente, tras justificar la concurrencia de los requisitos 
reglados de plazo, legitimación y recurribilidad de la resolución impugnada, identifica como 
infringido el artículo 43.1 a) de la LGT y nuestra sentencia de 5 de mayo de 2023 (recurso 
4293/2021). 
Razona que tales infracciones han sido relevantes y determinantes de la decisión adoptada en 
la resolución recurrida y subraya que la normativa que entiende vulnerada forma parte del 
Derecho estatal o del de la Unión Europea. 
Considera que concurre interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia porque 
se dan la circunstancia contemplada en el artículo 88.2. b) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), así como la presunción 
recogida en el apartado 3, letra a, del mismo precepto. 
 
TERCERO.- Auto teniendo por preparado el recurso de casación y personación de las partes 
ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo. 
La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias tuvo por 
preparado el recurso de casación, habiendo comparecido la representación legal de la Agencia 
Tributaria Canaria, como parte recurrente, ante esta Sala Tercera del Tribunal Supremo, dentro 
del plazo de 30 días señalado en el artículo 89.5 LJCA. 
De igual modo lo ha hecho como parte recurrida, la representación procesal de D. Maximino. 
Es Magistrado Ponente el Excmo. Sr. D. Rafael Toledano Cantero, Magistrado de la Sección. 
 
RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 
PRIMERO.- Requisitos formales del escrito de preparación. 
En primer lugar, desde un punto de vista formal, debe señalarse que el escrito de preparación 
ha sido presentado en plazo ( artículo 89.1 LJCA), contra la sentencia susceptible de casación 
( artículo 86 LJCA) y por quien está legitimado, al haber sido parte en el proceso de instancia 
( artículo 89.1 LJCA), habiéndose justificado tales extremos y los demás requisitos exigidos en 
el artículo 89.2 LJCA. 
De otro lado, se han identificado debidamente las normas cuya infracción se imputa a la 
resolución de instancia, cumpliéndose con la carga procesal de justificar la necesidad de su 
debida observancia en el proceso de instancia, así como su relevancia en el sentido del fallo. 
 
SEGUNDO.- Cuestiones litigiosas y marco jurídico. 
La representación procesal de D. Maximino, aquí recurrido, interpuso reclamación económico-
administrativa contra la resolución del procedimiento de declaración de responsabilidad tributaria, 
conforme al artículo 43.1 a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la cual 
fue estimada mediante resolución de fecha 31 de mayo de 2022. 
La Agencia Tributaria Canaria formuló recurso contencioso-administrativo ante el tribunal de 
instancia, que estimó parcialmente las pretensiones de la parte recurrente, y determinó que, si 
bien no era aplicable la caducidad en el procedimiento de derivación de responsabilidad 
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tributaria, tal derivación resultaba improcedente al no cumplirse los requisitos subjetivos 
necesarios para su efectividad, señalando que: 
«Teniendo en cuenta que el recurrente fue administrador hasta su cese el día 5-8-2008, que en 
dicho momento los actos de liquidación e imposición de sanción tributaria habían sido 
impugnados ante el TEAR quien resolvió el 30-3-2009, es decir cuando el recurrente ya no era 
administración de la deudora principal, que se interpuso recuro contencioso -administrativo que 
fue resuelto por sentencia de 22-9-2012 (igualmente con posterioridad a su cese) no cabe 
imputar conducta negligente por no haber atendido el pago de la deuda o liquidar la sociedad 
cuando durante el tiempo que estuvo al frente de la administración interpuso los recursos que a 
su derecho asistían en defensa d ella improcedencia de las liquidaciones y sanciones. 
Procediendo estimar l que no cabe imputar al hoy recurrente la no realización de los "actos 
necesarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones y deberes 
tributarios, hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen 
adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones", puesto tal como hemos señalado durante 
el tiempo en que desempeñó sus actuaciones interpuso recursos y reclamaciones frente a la 
actuación tributaria que fueron resueltos con posterioridad a su cese sin que quepa imputar actos 
u omisiones acaecidas con posterioridad a su cese». 
En el escrito de preparación se sostiene, en síntesis, que la sentencia recurrida considera que el 
administrador de una entidad quedará exonerado de responsabilidad siempre que interponga 
recursos y reclamaciones frente a los actos de liquidación e imposición de sanción a la entidad 
y estos recursos se resuelvan con posterioridad a su cese. 
Pues bien, el artículo 43.1 a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, dispone 
lo siguiente: 
«Serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o entidades: 
a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 1 del artículo 42 de esta ley, los 
administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, habiendo éstas cometido 
infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos necesarios que sean de su incumbencia 
para el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios, hubiesen consentido el 
incumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen adoptado acuerdos que posibilitasen 
las infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las sanciones». 
Por nuestra parte, en la referida sentencia de 5 de mayo de 2023 (recurso 4293/2021), en su FD 
3º.4, decíamos que: 
«4. El artículo 43 de la LGT está dedicado, principalmente, a establecer la responsabilidad de los 
administradores, de hecho o de derecho, de las personas jurídicas. La responsabilidad 
subsidiaria es un tipo de responsabilidad que, como hemos visto, exige la previa declaración de 
fallido para responder, no de todas las deudas, sino de la parte que no ha podido ser abonada 
por el deudor principal. 
El supuesto de responsabilidad tributaria subsidiaria del artículo 43.1.a) LGT requiere la 
existencia de un requisito objetivo, como es la condición de administrador del responsable y la 
existencia de infracciones tributarias cometidas por la sociedad mercantil, y de un requisito 
subjetivo, consistente en la concurrencia de una conducta culpable del responsable, conducta 
que sería determinante de la comisión de las infracciones tributarias por la sociedad. 
Suele imputarse al administrador el no haber realizado los actos necesarios, de su incumbencia, 
para cumplir las obligaciones tributarias que se infringieron, o bien haber consentido el 
incumplimiento por quienes de ellos dependieran, e incluso haber adoptado acuerdos que 
posibilitasen la comisión de tales infracciones, siendo la prueba de la existencia de los requisitos 
objetivo y subjetivo a cargo de la Administración. 
Pues bien, el artículo 43.1.a) de la LGT contempla un supuesto de responsabilidad directamente 
vinculada a la infracción, de forma que presupone la comisión de infracciones tributarias por la 
sociedad [...]». 
 
TERCERO.- Verificación de la concurrencia de interés casacional objetivo en el recurso. 
Dados los términos del debate antes expuestos y la necesidad de completar nuestra doctrina 
sobre el citado precepto, así y la concurrencia de los supuestos de interés casacional objetivo 
invocados, se aprecia el interés casacional para determinar si, a los efectos del procedimiento 
de declaración de responsabilidad tributaria, conforme al artículo 43.1 a) de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, el administrador de una entidad puede quedar exonerado 
de responsabilidad cuando interponga reclamaciones y recursos, en sede administrativa y 
judicial, frente a los actos de liquidación e imposición de sanción a la entidad, y estos recursos 
se desestimen con posterioridad a su cese como administrador. 
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CUARTO.- Admisión del recurso de casación. Normas objeto de interpretación. 
Conforme a lo indicado anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, 
en relación con el artículo 90.4 de la misma norma, esta Sección de Admisión aprecia que este 
recurso presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, en los términos 
del razonamiento jurídico anterior. 
La norma que en principio serán objeto de interpretación es el artículo 43.1 a) de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria. Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse 
a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA. 
 
QUINTO.- Publicación en la página web del Tribunal Supremo. 
Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 LJCA, este auto se publicará íntegramente en la 
página webdel Tribunal Supremo. 
 
SEXTO.- Comunicación y remisión. 
Procede comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto, 
como dispone el artículo 90.6 LJCA, y conferir a las actuaciones el trámite previsto en 
los artículos 92 y 93 LJCA, remitiéndolas a la Sección Quinta de esta Sala, competente para su 
sustanciación y decisión de conformidad con las reglas de reparto. 
Por todo lo anterior, 
 
La Sección de Admisión acuerda: 
1º)Admitir el recurso de casación n.º 2664/2024, preparado por la representación legal de la 
Agencia Tributaria Canaria, contra la sentencia n.º 11/2024, de 10 de enero, dictada por la 
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife, en el procedimiento ordinario n.º 247/2022. 
2º)La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia 
consiste en: 
Determinar si, a los efectos del procedimiento de declaración de responsabilidad tributaria, 
conforme al artículo 43.1 a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria , el 
administrador de una entidad puede quedar exonerado de responsabilidad cuando interponga 
reclamaciones y recursos, en sede administrativa y judicial, frente a los actos de liquidación e 
imposición de sanción a la entidad, y estos recursos se desestimen con posterioridad a su cese 
como administrador. 
3º)Identificar como norma que en principio serán objeto de interpretación, el artículo 43.1 a) de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Ello sin perjuicio de que la sentencia 
haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente 
4º)Publicar este auto en la página webdel Tribunal Supremo. 
5º)Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto. 
6º)Para su tramitación y decisión, remitir las actuaciones a la Sección Segunda de esta Sala, 
competente de conformidad con las normas de reparto. 
El presente auto, contra el que no cabe recurso alguno, es firme ( artículo 90.5 de la LJCA). 
Así lo acuerdan y firman. 
 
 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el 
Centro de Documentación Judicial (CENDOJ). 


